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FINALIDAD DEL DESACATO: No es otra que lograr el cumplimiento de la orden judicial que dispuso la protección de los derechos fundamentales del actor. En el trámite, debe el Juez del conocimiento, establecer objetivamente si el fallo de tutela no se ha cumplido,  se ha cumplido de manera parcial, o se ha tergiversado, casos en los cuales, procederá a imponer la sanción que corresponda con el fin  de restaurar el orden constitucional quebrantado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA UNITARIA
INCIDENTE DE DESCATO
Pereira, noviembre 2 de dos mil diecisiete (2017)
AUTO INTERLOCUTORIO

ASUNTO:

Como quiera que ya ha vencido el término de traslado en la presente actuación incidental y que no hay pruebas pendientes que practicar, por medio de la presente providencia se entra a analizar si en el caso de la referencia se ha cumplido la orden contenida en la sentencia de tutela proferida por esta Sala el pasado 12 de octubre de 2017.
CONSIDERACIONES

El incidente de desacato, constituye una medida de carácter coercitivo y sancionatorio  con la que cuentan el afectado y el propio juez constitucional, -este último en ejercicio de su potestad disciplinaria-, a efectos de obligar al cumplimiento de la decisión judicial, facultades que consisten en la posibilidad de sancionar con arresto y multa a quien desatienda la orden judicial que se ha expedido para hacer efectiva la protección de derechos fundamentales, a favor de quien o quienes han solicitado su amparo. 
La finalidad del desacato, no es otra entonces que lograr el cumplimiento de la orden judicial que dispuso la protección de los derechos fundamentales del actor. En el trámite, debe el Juez del conocimiento, establecer objetivamente si el fallo de tutela no se ha cumplido, solo se ha cumplido de manera parcial, o si se ha tergiversado, casos en los cuales procederá a imponer la sanción que corresponda con el fin de restaurar el orden constitucional quebrantado. 
Con sentencia del 12 de octubre de 2017, esta Sala tuteló el derecho fundamental, ordenando a la Unidad Nacional de Protección adoptar la medida de emergencia contenida en el artículo 2.4.1.2.9 del Decreto 1066 de 2015 adicionado y modificado por el Decreto 567 de 2016, hasta la finalización del estudio de nivel de riesgo y  que en dicho estudio se tuviera en cuenta la denuncia que realizó ante la Fiscalía, el acta de pago de información y las tres resoluciones emitidas por la UARIV donde lo reconoce como víctima del desplazamiento forzado.                                                                                                                                             

El 31 de octubre de 2017, la Unidad Nacional de Protección allegó escrito al que anexó copia de la Resolución Nº 7050 de 2017 del 25 de octubre de 2017, “Por medio de la cual se adoptan las decisiones hechas por parte del comité de Evaluación de Riesgo y Recomendaciones de Medidas–CEPREM” (fls.52 y s.s), en la cual indica que el estudio de nivel de riesgo que se encontraba en curso fue presentado en la sesión No. 40 del 17 de octubre de 2017, donde validaron el nivel de riesgo del accionante teniendo en cuenta los siguiente puntos:

· La condición de desplazamiento forzado y las denuncias respectivas.
· Las diversas amenazas que ha tenido desde el año de 2013 hasta el año 2017 y las denuncias realizadas, de las cuales cuatro se encuentran  inactivas.
· No está registrado en las bases de datos de desmovilizados.

· El Batallón de Infanteria Nº15 informó que el accionante colaboró con información en el año 2009, pero que dicha información no fue veraz.
· La consignación para transporte realizada por el GAULA del Valle.

Manifiesta que las diferentes verificaciones indican similitud de los hechos presentados por el evaluado, pero en diferentes zonas del país, en donde ha recibido todo tipo de ayudas humanitarias y económicas para mitigar su situación. Concluye,  que en el presente asunto no se logra identificar riesgos específicos, inminentes o desproporcionados derivados de su condición, por lo tanto su riesgo es jurídicamente soportable.
Indica que para ser beneficiario o continuar con las medidas de protección otorgadas es procedente estar inmerso en un riesgo extremo o extraordinario, por lo cual debe procederse a negar la solicitud de medidas de protección o finalizar las medidas de protección de las cuales eran beneficiarios de acuerdo con el artículo 2.4.1.2.46 del Decreto 1066 de 2015.
De lo anterior se infiere que la solicitud objeto de la acción de tutela y posteriormente del presente incidente fue efectivamente resuelta, por lo que se logra concluir que se ha cumplido lo ordenado por esta Corporación el 12 de octubre del presente año, situación que torna innecesario continuar con el trámite del presente incidente.
R E S U E L V E:
PRIMERO. TENER por cumplido el fallo de tutela proferido por esta Corporación el día 12 de octubre de 2017, dentro de la acción de tutela iniciada por el señor Yobani Cuadros Peñuela contra la Unidad Nacional de Protección.
SEGUNDO. ARCHIVAR el presente trámite.

TERCERO. NOTIFICAR a las partes la presente decisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

La Magistrada,


ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN
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